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CONSULTA 031/2024. Régimen de prórroga y modificación de un contrato basado en un 

Acuerdo Marco.  

 

CONSULTA 

“El pasado mes de febrero formalizamos prórroga del contrato de XX, incluyendo una serie de 

edificios. 

Uno de ellos ha sido cedido y, por tanto, tiene que hacer frente al pago del suministro de XX. 

Quería consultar como podemos proceder en estos casos, si podríamos hacer una adenda de 

rectificación del acuerdo de prórroga (Resolución) y hablar con la empresa, notificárselo y que 

pase, a partir de ese momento la factura a la entidad, o tenemos que realizar alguna actuación 

más”. 

RESPUESTA 

 

La cuestión que se suscita se encuentra enmarcada dentro del ámbito de la contratación 

centralizada, pues nos encontramos ante un contrato basado en un acuerdo marco.  

Así pues, para resolverla, debemos acudir a la regulación que de este tipo de contratación 

establece la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 

Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP) en sus 

artículos 219 y siguientes. En concreto, a las previsiones que, respecto de la prórroga y 

modificación del contrato, se contienen en la misma. 

1. La prórroga del contrato. 

El artículo 219 de la LCSP, en relación con la duración de los acuerdos marco y de los contratos 

basados en un acuerdo marco, establece que: 

“1. Uno o varios órganos de contratación del sector público podrán celebrar acuerdos 

marco con una o varias empresas con el fin de fijar las condiciones a que habrán de 

ajustarse los contratos que pretendan adjudicar durante un período determinado (…). 

2. (…) 
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3. La duración de los contratos basados en un acuerdo marco será independiente de la 

duración del acuerdo marco, y se regirá por lo previsto en el artículo 29 de la presente 

Ley, relativo al plazo de duración de los contratos y de ejecución de la prestación, así 

como por los pliegos reguladores del acuerdo marco (…)”. 

El artículo 29 de la LCSP, además de la duración, y por lo que aquí interesa, regula la prórroga, 

con carácter general, y para los distintos tipos de contrato, en su apartado segundo, de acuerdo 

con lo siguiente (el resaltado es nuestro): 

“El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características 

permanezcan inalterables durante el período de duración de estas, sin perjuicio de las 

modificaciones que se puedan introducir de conformidad con lo establecido en los 

artículos 203 a 207 de la presente Ley.  

La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el 

empresario (…)”. 

Tal y como indica el citado artículo, la prórroga del contrato implica que éste no puede, en 

ningún caso, verse alterado en sus características con ocasión de aquélla. Si alguno de los 

elementos del contrato sufriera algún cambio, será necesario tramitar la correspondiente 

modificación, de forma que el contrato responda a la realidad del momento en que se encuentre 

(“sin perjuicio de las modificaciones que se puedan introducir de conformidad con lo establecido 

en los artículos 203 a 207 de la presente Ley”, reza el artículo 29.2). 

 

2. La modificación del contrato 

En el ámbito de la contratación administrativa hemos de partir necesariamente del principio de 

invariabilidad del contrato y, por tanto, del carácter restrictivo a la hora de interpretar los 

supuestos en que aquélla procede. En este sentido, el Consejo Consultivo de Castilla y León en 

su Dictamen 77/2008, de 28 de febrero, y 1.456/2009, de 21 de enero de 2010, indica: 

“(…) La contratación administrativa se rige por una serie de principios, entre ellos el de 

inalterabilidad o invariabilidad de lo pactado por las partes –principio ne varietur– 
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recogido fundamentalmente en el artículo 4 de la LCAP y reconocido por la doctrina del 

Tribunal Supremo cuando señala que “existe un principio general de inalterabilidad de 

los contratos, salvo excepciones que, como tales, exigen una interpretación restrictiva” 

(Sentencia de 3 de mayo de 2001). 

Entre dichas excepciones se encuentra la prerrogativa de la Administración de modificar 

unilateralmente los contratos administrativos, también denominada ius variandi, 

reconocida en el artículo 59.1 de la LCAP, privilegio que necesariamente ha de tener un 

carácter excepcional, como reconoce el Consejo de Estado en el Dictamen 3.371/1996, 

de 28 de noviembre: “(…) la novación objetiva del contrato obedezca a su razón de ser, 

se constriña a la excepcionalidad y no sea práctica que, por su frecuencia, pudiera 

convertirse en habitual, pues de lo contrario, se encubrirían contrataciones que no 

observarán los principios de publicidad, libre concurrencia y licitación, inspiradores y 

vertebradores del sistema de contratación pública” (…)”. 

El artículo 190 de la LCSP atribuye al órgano de contratación la prerrogativa de modificar los 

contratos por razones de interés público, en los casos y en la forma previstos en los artículos 

203 a 207 de la LCSP; pero, tal y como se ha señalado, esta potestad, ha de realizarse de manera 

excepcional y siempre que concurran los requisitos previstos legalmente, al poder resultar 

afectados los principios de igualdad, transparencia, publicidad y libre concurrencia. 

El “ius variandi” permite, pues, a la Administración modificar el objeto del contrato cuando 

éste, en los términos inicialmente pactados, no satisfaga las necesidades de aquélla y, por 

ende, el interés público que subyace en toda contratación. 

La regulación de la modificación, para los contratos basados, la encontramos en el artículo 222 

de la LCSP, donde se indica que (el resaltado es nuestro): 

“1. Los acuerdos marco y los contratos basados podrán ser modificados de acuerdo con 

las reglas generales de modificación de los contratos. En todo caso, no se podrán 

introducir por contrato basado modificaciones sustanciales respecto de lo establecido en 

el acuerdo marco. (…)”. 

La LCSP regula las modificaciones de los contratos, en general, en los artículos 203 a 207. El 

primero de ellos dispone: 
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“1. Sin perjuicio de los supuestos previstos en esta Ley respecto a la sucesión en la 

persona del contratista, cesión del contrato, revisión de precios y ampliación del plazo 

de ejecución, los contratos administrativos solo podrán ser modificados por razones de 

interés público en los casos y en la forma previstos en esta Subsección, y de acuerdo con 

el procedimiento regulado en el artículo 191, con las particularidades previstas en el 

artículo 207.  

2. Los contratos administrativos celebrados por los órganos de contratación solo podrán 

modificarse durante su vigencia cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:  

a) Cuando así se haya previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares, en 

los términos y condiciones establecidos en el artículo 204;  

b) Excepcionalmente, cuando sea necesario realizar una modificación que no esté 

prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares, siempre y cuando se 

cumplan las condiciones que establece el artículo 205” (...)”.  

De acuerdo con lo expuesto, deberemos fijarnos primero, a la hora de la posible tramitación de 

la modificación del contrato, a lo dispuesto en el pliego de cláusulas administrativas particulares 

(en adelante, PCAP). En el caso que nos ocupa, dado que nos encontramos ante un contrato 

basado en un acuerdo marco, y, estableciendo éste las condiciones a que aquél habrá de 

ajustarse (artículo 219.1 de la LCSP), habrá que comprobar si en el PCAP, regulador del acuerdo 

marco, existe algún tipo de previsión para la modificación de los contratos basados en él.  

Este servicio ha podido comprobar, que el acuerdo marco en que se basa el contrato objeto de 

consulta es: el “Acuerdo marco XX (expediente nº XX)”. El pliego regulador del citado acuerdo 

marco, regula en su cláusula 40 la modificación de los contratos basados (el resaltado es 

nuestro): 

“40. MODIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS BASADOS EN EL ACUERDO MARCO.  

40.1. Una vez perfeccionado el contrato basado, el órgano competente para la adjudicación del 

contrato basado podrá introducir modificaciones en el mismo por razones de interés público 

(artículo 203 y siguientes de la LCSP), cuando se justifique suficientemente la concurrencia de 

alguna de las circunstancias previstas y con los límites establecidos en el artículo 205 de la LCSP.  
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40.2. A los efectos de lo previsto en el artículo 204 LCSP, se establece como causas de 

modificación de los contratos basados de suministro de energía eléctrica las siguientes:  

1. Alta/baja de puntos de suministro: en caso de nuevos puntos de suministro deberán aplicarse 

los mismos precios de adjudicación del contrato basado. En cualquier caso, los precios para los 

nuevos puntos de suministro serán de aplicación desde la activación del nuevo punto de 

suministro hasta la fecha de finalización del contrato basado. 

(…) 

El importe de las modificaciones que tuvieran lugar con motivo de las causas previstas no podrá 

exceder del 20 % del presupuesto máximo previsto para el contrato basado (…)”. 

40.3. Estas modificaciones deberán ser acordadas por el órgano competente para adjudicar el 

contrato basado, a propuesta del órgano vinculado correspondiente - integrada por los 

documentos que justifiquen, describan y valoren aquélla-, previa tramitación del procedimiento 

previsto en el artículo 191 LCSP y 102 RGLCAP, con las particularidades previstas en el artículo 

207 LCSP. Las modificaciones acordadas por el órgano de contratación serán obligatorias para 

el contratista. Dicho acuerdo pondrá fin a la vía administrativa y será inmediatamente". 

En el caso que se plantea, nos encontramos ante un contrato que se prorrogó teniendo en 

cuenta un determinado número de puntos de suministro de energía eléctrica. En la actualidad, 

ha sido cedido uno de ellos, por lo que el órgano de contratación habrá de hacer uso de la 

prerrogativa que le confiere la LCSP, y modificar el contrato prorrogado para satisfacer las 

nuevas necesidades. Este servicio considera que la causa que motivaría el recurso a la 

modificación, estaría incardinada en la cláusula 40.2 del PCAP del acuerdo marco del contrato 

basado, que prevé como una de las causas, tal y como se ha indicado “la baja de puntos de 

suministro”. 

De acuerdo con lo expuesto, lo que procedería en este caso sería tramitar el correspondiente 

expediente de modificado, teniendo en cuenta el límite del 20% que se establece en el artículo 

204.1 de la LCSP, y que se prevé, igualmente, en la cláusula 40.2 del PCAP del acuerdo marco. 

Para llevar a cabo la modificación el órgano de contratación deberá seguir el procedimiento que 

el citado pliego establece en su cláusula 40.3. 
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Así pues, y teniendo en cuenta que podemos considerar que la causa de modificación está 

prevista en el pliego, el procedimiento a seguir sería el siguiente: 

1- Propuesta del responsable del contrato que justifique, describa y valore la modificación. 

2- Resolución de inicio del órgano de contratación. 

3- Audiencia a la contratista (artículo 191.1 LCSP). 

4- Informe jurídico (artículo 191.2 LCSP). 

5- Acuerdo de aprobación por el órgano de contratación. 

Además, y conforme a lo dispuesto en el artículo 203.3 de la LCSP, “Las modificaciones del 

contrato deberán formalizarse conforme a lo dispuesto en el artículo 153, y deberán publicarse 

de acuerdo con lo establecido en los artículos 207 y 63”. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 

 

 


